
• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

Con un mismo objetivo en común ETA luchaba en la 
calle y provocaba una gran cantidad de altercados en 
contra de las autoridades. Poco a poco fueron constitu-
yendo un nacionalismo extremo como los que he 
explicado anteriormente, generando un ambiente muy 
desagradable y violento. Tales acontecimientos tienen 
una misma base y lo vemos reflejado en la historia que 
nos cuenta Keefe: secretismo, un gran número de 
personas implicadas y violencia para acabar con un 
sistema que no cuenta con las necesidades y las bases 
ideológicas de ciertas naciones. Esto me lleva a plantear-
me una cuestión final y es, ¿qué papel juega el naciona-
lismo en la construcción del mundo contemporáneo? 

Está claro que lo fácil sería explicar por qué la violencia 
es una herramienta que no se debe usar jamás, pero 
viendo lo ocurrido durante tantos años lo fácil habría 
sido que se diera a los pueblos lo que estos buscaban. Es 
algo más complicado ya que cada pueblo tiene sus 
propias raíces y a la hora de tratar de imponer otro tipo 
de normas de una nación más grande puede llegar a 
generar un gran descontento, lo cual es totalmente 
lógico. La violencia y los acontecimientos que he 
explicado no están justificados, pero la lucha por los 
derechos básicos tanto personales como de un mismo 
colectivo son los que hacen libres a las personas, una 
libertad que otros han tratado de erradicar desde 
siempre. Por esta parte entiendo que tenga que haber 
ciertas organizaciones en contra de aquellos que 
quieren imponer un tipo de ideología o una clase de 
normas que sólo benefician a unos pocos.

Contestando a la pregunta planteada anteriormente, 
creo que el nacionalismo ha aportado bastante a la 
construcción del mundo contemporáneo, ha estableci-
do una serie de ideas en cada una de las naciones que se 
han ido formando. Su papel desde el principio ha sido 

establecer unas normas en cada uno de los países o 
regiones. Un mundo sin nacionalismo sería un mundo 
sin unas bases ideológicas claras, por lo que nos podrían 
manejar de cualquier forma sin que nadie opusiera 
resistencia ni tuviera opinión en nada. Por eso creo que 
a día de hoy es necesario tener claro de dónde venimos y 
lo que se ha tenido que luchar para tener los derechos 
que actualmente tenemos. Algo está claro y es que lo 
sucedido tanto en Irlanda o en España, son solo dos 
ejemplos de los cientos de conflictos nacionalistas que 
han llegado a suceder hasta nuestros días y que seguirán 
sucediendo, de modo que lo único que queda de 
muchos de ellos es la memoria. 

Cada bando tiene su propia verdad y su propia justifica-
ción por lo que es difícil posicionarse entre los 
“buenos” y los “malos”. Volviendo al principio en el 
caso de Jean McConville, o en las miles de desaparicio-
nes que un su mayoría han acabado en asesinatos, por 
mucho que quiera justificar lo realizado por el IRA, 
basándome en la base ideológica y no en sus actos, es 
totalmente lógico que sus hijos de Jean McConville 
quisieran buscar algún tipo de venganza por ello. Hay 
muchos hechos que no pueden quedar impunes, por lo 
que muchas de las personas implicadas siempre han 
intentado escapar de lo sucedido y no participar en 
ningún tipo de acto público. Tras causar tanto daño a 
familias que realmente no tenían que ver en su lucha es 
imposible pensar que muchos de ellos hayan quedado 
en libertad o simplemente hayan desaparecido de la 
sociedad.

Con todo lo dicho hasta ahora, quiero concluir con 
que una idea no tiene que acabar con la vida de alguien 
o hacer que esta sea complicada. Luchar por ellas está 
bien porque es lo que nos hace seres razonables pero 
llegar a ciertos extremos no es algo lógico.

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

El 19 de noviembre los asistentes comenzaron el 
seminario con actividades impartidas por la Dra. Shuali 
Trachtenberg y la doctoranda Celia Martínez. Tras ello, 
y acudiendo al hecho de que la antaña villa de Toledo 
conformó un crisol de culturas, el grupo se trasladó al 
casco histórico donde el Dr. Óscar Monterreal Gil 
explicó el “Toledo judío” con el objeto de ofrecer más 
conocimientos al alumnado sobre esta cultura y, de este 
modo, comprender mejor el mundo presente. Hoy la 
cultura judía es ampliamente desconocida en España, lo 
que a su vez afecta a la comprensión y estudio del 
Holocausto⁴.  En esta misma línea, el licenciado Javier 
Ortiz ofreció otra salida el día 20. En esta se incidió en 
el pasado medieval de la ciudad, repleta de “judíos, 
musulmanes, cristianos y alquimistas”. 

El resto de la jornada se dividió en talleres entre las 9:30 
y las 19:00. En este sentido, cabe destacar los siguientes: 
“Democracy games” a cargo de Calin Rus, “Derechos 
Humanos y temas controvertidos” por parte de Oana 
Nestian y Tamar Shuali, y “A todo color” impartido por 
Ramón Martínez y Beatriz Pérez. En último lugar, las 
actividades de Ángel Galán y Oana Nestian: “‘Cono-
ciéndonos’: dossier para el diálogo interreligioso” y 
“Writing and reflecting on Identity and Stereotype”. 

El domingo 21 fue inaugurado por el Dr. Benno 
Herzog de la Universidad de Valencia con su conferen-
cia magistral “Racismo y antisemitismo: orígenes y 
aproximación sociológica”. Del mismo modo el 
investigador ofreció otro taller, “Discursos de odio y 

redes sociales”. Por su parte, el resto del día se estructu-
ró en otras 5 actividades: “Stories That Move” y 
“Stories That Move 2” a cargo de Marta Simó y Mónica 
Ferrer, “Antigitanismo y prevención del Racismo” y 
“Xenofobia” impartida por Calin Rus y Tamar Shuali, 
“Trabajo en red y creación de proyectos futuros” por 
Ramón Martínez y Oana Nestian. Estas llegaron a su 
fin con una reflexión de las docentes Remedios Moril 
Valle y Ana M. Casino-García de la Universidad 
Católica de Valencia. 

Tal y como se ha descrito más arriba, el contexto 
histórico de la ciudad de Toledo y su legado han tenido 
un papel fundamental en el trabajo educativo y el 
desarrollo de las competencias democráticas en los 
participantes. ECUDEM-UCV desde su compromiso 
con la cultura democrática ha querido aprovechar la 
aportación de la historia desde una perspectiva historio-
gráfica, sociológica y educativa para así inspirar a los 
alumnos y contribuir al fortalecimiento de sus “princi-
pios democráticos” y el “diálogo intercultural”.  

Valores democráticos, herramientas para enfrentarse a 
la xenofobia y la capacidad de cooperar son algunos de 
los aspectos que los participantes del seminario pudie-
ron llevarse consigo al finalizar las jornadas el domingo 
21. Sin embargo, el hecho más valioso que se haya 
podido dar en el marco de esta actividad es el traspaso 
de los conocimientos universitarios al resto de la 
sociedad, a través de alumnos jóvenes y muy capaces 
con objeto de lograr un futuro mejor.
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En los últimos años diferentes instituciones académicas 
y centros de formación superior han dejado de lado al 
conjunto de la sociedad y han concentrado todos sus 
esfuerzos educativos en su alumnado. Esto último ha 
situado, tal y como señalan algunos autores, a la 
universidad española en una “torre de marfil” (Mar-
chessou, 2006, pp. 81-85), provocando en conclusión 
que valores “humanos y básicos” no lleguen a la 
totalidad de la población española, la cual permanece 
indiferente ante todo aquello que acontece en las aulas 
universitarias (Pérez Rubio, 2018)¹.  En contra de este 
sistema tradicional, la ciudad de Toledo fue testigo 
entre el 19 y el 21 de noviembre de 2021 de una 
actividad que reunió a más de 10 expertos internaciona-
les en los ámbitos de la educación y la sociología, y 32 
alumnos de secundaria, bachillerato y titulación 
universitaria. Así, estos estudiantes procedentes de la 
Universidad de Alicante, la Universidad Autónoma de 
Madrid, la Universidad Católica de Valencia, la Univer-
sidad Complutense de Madrid y la Universidad de 
Valencia, además de los colegios Martí Sorolla, San 
Bartolomé y Sagrado Corazón tuvieron la oportunidad 
de asistir a las jornadas formativas del European Institu-
te of Education for Democratic Culture-ECUDEM-UC-
V².  

La actividad se vio enmarcada en la Semana Global de 
la Educación (Global Education Week del Consejo de 
Europa Centro Norte-Sur) 2021 y su objetivo era 
desarrollar capacidades para promover el liderazgo y el 
emprendimiento social y educativo entre los jóvenes 
asistentes al seminario. Otro de los aspectos que 
pretendía la organización era fomentar las “sinergias” 
entre el alumnado escolar y universitario para así 
favorecer el aprendizaje entre iguales. Asimismo, cabe 
destacar la importancia de dotar a los estudiantes de 
herramientas para luchar en contra de los discursos de 
odio y la incitación en las redes sociales. 

En esta línea el racismo, la xenofobia, el antisemitismo y 
el machismo fueron algunos de los temas tratados en el 
seminario, y varios de los elementos a profundizar por 
parte de los alumnos. La investigadora principal del 
ECUDEM, que diseñó el seminario, afirmó “que los 
participantes han podido dar alas a sus iniciativas y 
compromiso social; de hecho, han decidido tras el 
seminario formar una asociación. El seminario es el 
primero en un conjunto de seminarios de aprendizaje 
entre iguales en donde los alumnos serán los protago-
nistas de su propio aprendizaje y nosotros como 
facilitadores, les ayudaremos a plasmar sus propuestas 
de ciudadanía activa”³. 

Reseñas

En estas cintas, grabadas en Estados Unidos, se entrevis-
ta a varios paramilitares de ambos bandos, tanto 
unionistas como republicanos. Su contenido no se 
conoció hasta 2011, ya que se hizo un pacto para no 
poder publicarlas hasta que los entrevistados muriesen, 
pero Reino Unido abrió un proceso legal para recupe-
rarlas ya que servirían para desvelar los verdaderos 
autores del asesinato de Jean McConville. Finalmente 
se habla sobre el Proyecto Belfast, concebido para 
recuperar parte de la historia de los episodios conocidos 
como “The Troubles”. Tras firmar los Acuerdos del 
Viernes Santo (1998), el Sinn Féin es considerado un 
partido totalmente legal y se alcanza un alto grado de 
autonomía en Irlanda del norte; oficialmente el IRA 
queda disuelto.

Tras haber analizado lo ocurrido, quedan varios puntos 
por aclarar. Entre tanto nacionalismo y tanta presión 
para conseguir unos objetivos claros, ¿es ético llegar a 
cobrarse vidas humanas para ello? ¿Podría haber otras 
soluciones para llegar a ciertos acuerdos? Es difícil 
responder a estas preguntas de forma concreta. Desde 
mi punto de vista, no considero ético cierta clase de 
discriminación y que existan víctimas inocentes en 
todas y cada una de las luchas violentas que han existido 
a lo largo de la historia. Lo más ético sería el diálogo, 
pero al haber distintas formas de pensamiento es algo 
que jamás llegaría a contentar a todos. Si nos remonta-
mos a episodios como la Segunda Guerra Mundial, el 
nacionalismo siempre ha sido el origen de la lucha por 
el poder. Podemos hablar de fenómenos históricos 
importantes como el nazismo, que en nuestros días 
parece algo inconcebible pero que en aquel momento se 
convirtió en un instrumento para reafirmar la pureza, 
desechando a todo aquel que pudiera “ensuciarla”. 

Si nos fijamos en las bases de esta ideología, podemos 
observar que es similar a lo que hemos podido leer en el 
libro reseñado. Un líder político quiere que todo un 
pueblo tenga sangre pura sin mezclarse con otras 
personas con distinta religión, ideología, nacionalidad… 
¿nos suena a lo que nos cuenta Radden Keefe? Si 
relacionamos estas dos etapas o acontecimientos de la 
historia, dejando atrás muchos otros, podemos encon-
trar algunos puntos en común. El primer punto y el 
más importante es la forma de excluir a ciertas personas 
por el hecho de no compartir unas ciertas característi-
cas, haciendo que un grupo sea superior a otro, pudien-
do manejar a los “inferiores” a voluntad. Esa exclusión 
social, en mayor o menor medida, se produce por 
lavados de cerebro, con discursos que incitan a odiar a 
esas otras personas y considerarlas como un objetivo 

que hay que menospreciar, repugnar, o en otros casos, 
hablando de terrorismo, matar. En la Alemania Nazi de 
Hitler los enemigos eran los judíos, y por ello había que 
llevarlos a las cámaras de gas, además de someterlos a 
graves aberraciones con tal de que desaparecieran, sin 
que nadie supiera lo que estaba pasando, en lo que 
constituía una especie de terrorismo silencioso (al 
menos al principio). 

Este es otro punto que podría acercar estas dos etapas 
históricas. En Irlanda no fue todo tan secreto pero sí 
que se llegaron a cometer matanzas por una ideología y 
un objetivo concreto. En Irlanda del norte, en los años 
setenta, las familias que vivían en Belfast no podían 
pertenecer a ningún bando, tenían que permanecer 
callados, no mirar a nadie, no escuchar a nadie, no decir 
nada de nadie... referencia que utiliza el autor para dar 
título al libro. Como he mencionado anteriormente, 
esto es otra forma de terrorismo silencioso, ya que se 
implanta el miedo en una población que tiene que 
intentar vivir en esas circunstancias, mientras secues-
tran a sus familiares, mientras son extorsionados y no 
pueden hacer nada al respecto por miedo a que les 
puedan hacer daño. Resumiendo, esto sería una forma 
de entender el nacionalismo y el daño que puede llegar 
a causar tanto a las personas a las que afecta como a los 
propios líderes que lo imponen.

En relación con estos hechos, podemos destacar otro 
movimiento producido en España por estos mismos 
motivos. A principios de los años sesenta se formó una 
organización terrorista, la cual tuvo su origen en el País 
Vasco, que luchaban por la misma ideología que el 
IRA, casi al mismo tiempo que se desarrollaba la lucha 
en Irlanda. Esta organización era conocida como ETA, 
siglas de Euskadi Ta Askatasuna, en castellano, País 
Vasco y libertad, que como he dicho antes, nació a 
principios de los sesenta pero registró su mayor activi-
dad a partir de mediados de la década de los setenta. 
Nació a partir de un grupo de universitarios que fueron 
expulsados de las juventudes del Partido Nacionalista 
Vasco, el cual tenía su sede en Francia. El sistema que 
utilizaba este otro grupo terrorista era el mismo, 
sembraban el miedo entre la población civil mientras 
organizaban atentados para eliminar a altos cargos 
políticos con el objetivo de conseguir un estado 
socialista y una independencia permanente de España y 
de Francia. Como los republicanos en Irlanda, era una 
organización totalmente antisistema que fue creciendo 
hasta obtener una gran repercusión en el País Vasco y 
un gran apoyo por parte de los ciudadanos que vivían 
en esa zona del país. 

Desde mediados del siglo XX, más concretamente en la 
década de los 60, ha existido un conflicto entre la 
Irlanda católica y la Irlanda protestante. Para entender 
esto debemos saber que Irlanda del norte, con capital el 
Belfast, era una nación protestante, en la que la pobla-
ción católica era totalmente discriminada. En Belfast, la 
educación protestante era gratuita, por lo que los 
católicos quedaban totalmente fuera de lugar, tanto 
que estos vivían marginados de la sociedad. Mientras 
tanto en el sur, se vivía la república de Irlanda, en la que 
su población era católica en su totalidad. 

El problema, o la solución, viene a raíz de conflictos 
sucedidos en esa misma década como la independencia 
de Argelia en 1962 o el mayo francés en 1968. Vistos 
estos episodios de fuerza por parte de naciones débiles, 
surge la necesidad del pueblo oprimido de rebelarse 
contra su opresor. En este periodo de violencia que 
tuvo lugar entre 1969 y 1998, se vieron enfrentados dos 
bandos, los leales del norte, mayoritariamente protes-
tantes, querían que Irlanda del norte siguiera siendo 
británica y los unionistas, que en su mayoría eran 
católicos y querían la unión de Irlanda del Norte con la 
República de Irlanda.

Sabiendo esto, nos situamos en un Belfast de 1972, en 
medio de los conflictos, del miedo y de la incertidum-
bre, en el que el IRA (Irish Republican Army), una 
organización terrorista nacida a comienzos del siglo 
XX, busca a toda costa la independencia total respecto 
a Reino Unido. En su esfuerzo para conseguir sus 

objetivos llevó a cabo secuestros, extorsiones y bombar-
deos tanto en Irlanda del norte como en Reino Unido.

Haciendo mención al libro No digas nada, que nos 
sumerge en estos conflictos, en él se recoge diversas 
historias o situaciones pero con un mismo hilo conduc-
tor. Comienza contándonos el secuestro de una madre 
de familia, llamada Jean McConville, pasando por la 
formación y la participación de las hermanas Price en el 
IRA provisional, la manifestación multitudinaria en 
Londonderry, la matanza del Bloody Sunday y la 
venganza posterior. Alcanzando cotas cada vez más 
violentas en busca de sus derechos, los miembros del 
IRA iban agravando sus atentados hasta que muchos 
de ellos fueron descubiertos, llevados a juicio y poste-
riormente encarcelados en Londres.

Todo ello nos lleva a preguntarnos, ¿quién era el 
responsable de toda esta organización? Los hechos 
apuntan a Gerry Adams, quien habría dado la orden de 
atentar contra las autoridades británicas que controla-
ban las calles de Irlanda del norte. Adams inicialmente 
habría pertenecido al IRA, pero ante todo fue conoci-
do por su activismo político como líder del Sinn Féin. 
Desde esta posición rechazó condenar todos los delitos 
cometidos por la organización terrorista y siempre negó 
haber colaborado con ella, rechazando toda clase de 
aparición pública. Ahora bien, él no era el único 
responsable porque contaba con todo un equipo, en el 
que figuraba Brendan Hughes, que quedó expuesto 
gracias a unas grabaciones descubiertas por el gobierno 
británico, llamadas “cintas de Boston”.

Mamen Ocaña Gómez
Universidad Europea

Radden Keefe, P (2020).
No digas nada.
Barcelona: Reservoir Books, 544 pp.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

Con un mismo objetivo en común ETA luchaba en la 
calle y provocaba una gran cantidad de altercados en 
contra de las autoridades. Poco a poco fueron constitu-
yendo un nacionalismo extremo como los que he 
explicado anteriormente, generando un ambiente muy 
desagradable y violento. Tales acontecimientos tienen 
una misma base y lo vemos reflejado en la historia que 
nos cuenta Keefe: secretismo, un gran número de 
personas implicadas y violencia para acabar con un 
sistema que no cuenta con las necesidades y las bases 
ideológicas de ciertas naciones. Esto me lleva a plantear-
me una cuestión final y es, ¿qué papel juega el naciona-
lismo en la construcción del mundo contemporáneo? 

Está claro que lo fácil sería explicar por qué la violencia 
es una herramienta que no se debe usar jamás, pero 
viendo lo ocurrido durante tantos años lo fácil habría 
sido que se diera a los pueblos lo que estos buscaban. Es 
algo más complicado ya que cada pueblo tiene sus 
propias raíces y a la hora de tratar de imponer otro tipo 
de normas de una nación más grande puede llegar a 
generar un gran descontento, lo cual es totalmente 
lógico. La violencia y los acontecimientos que he 
explicado no están justificados, pero la lucha por los 
derechos básicos tanto personales como de un mismo 
colectivo son los que hacen libres a las personas, una 
libertad que otros han tratado de erradicar desde 
siempre. Por esta parte entiendo que tenga que haber 
ciertas organizaciones en contra de aquellos que 
quieren imponer un tipo de ideología o una clase de 
normas que sólo benefician a unos pocos.

Contestando a la pregunta planteada anteriormente, 
creo que el nacionalismo ha aportado bastante a la 
construcción del mundo contemporáneo, ha estableci-
do una serie de ideas en cada una de las naciones que se 
han ido formando. Su papel desde el principio ha sido 

establecer unas normas en cada uno de los países o 
regiones. Un mundo sin nacionalismo sería un mundo 
sin unas bases ideológicas claras, por lo que nos podrían 
manejar de cualquier forma sin que nadie opusiera 
resistencia ni tuviera opinión en nada. Por eso creo que 
a día de hoy es necesario tener claro de dónde venimos y 
lo que se ha tenido que luchar para tener los derechos 
que actualmente tenemos. Algo está claro y es que lo 
sucedido tanto en Irlanda o en España, son solo dos 
ejemplos de los cientos de conflictos nacionalistas que 
han llegado a suceder hasta nuestros días y que seguirán 
sucediendo, de modo que lo único que queda de 
muchos de ellos es la memoria. 

Cada bando tiene su propia verdad y su propia justifica-
ción por lo que es difícil posicionarse entre los 
“buenos” y los “malos”. Volviendo al principio en el 
caso de Jean McConville, o en las miles de desaparicio-
nes que un su mayoría han acabado en asesinatos, por 
mucho que quiera justificar lo realizado por el IRA, 
basándome en la base ideológica y no en sus actos, es 
totalmente lógico que sus hijos de Jean McConville 
quisieran buscar algún tipo de venganza por ello. Hay 
muchos hechos que no pueden quedar impunes, por lo 
que muchas de las personas implicadas siempre han 
intentado escapar de lo sucedido y no participar en 
ningún tipo de acto público. Tras causar tanto daño a 
familias que realmente no tenían que ver en su lucha es 
imposible pensar que muchos de ellos hayan quedado 
en libertad o simplemente hayan desaparecido de la 
sociedad.

Con todo lo dicho hasta ahora, quiero concluir con 
que una idea no tiene que acabar con la vida de alguien 
o hacer que esta sea complicada. Luchar por ellas está 
bien porque es lo que nos hace seres razonables pero 
llegar a ciertos extremos no es algo lógico.

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

En estas cintas, grabadas en Estados Unidos, se entrevis-
ta a varios paramilitares de ambos bandos, tanto 
unionistas como republicanos. Su contenido no se 
conoció hasta 2011, ya que se hizo un pacto para no 
poder publicarlas hasta que los entrevistados muriesen, 
pero Reino Unido abrió un proceso legal para recupe-
rarlas ya que servirían para desvelar los verdaderos 
autores del asesinato de Jean McConville. Finalmente 
se habla sobre el Proyecto Belfast, concebido para 
recuperar parte de la historia de los episodios conocidos 
como “The Troubles”. Tras firmar los Acuerdos del 
Viernes Santo (1998), el Sinn Féin es considerado un 
partido totalmente legal y se alcanza un alto grado de 
autonomía en Irlanda del norte; oficialmente el IRA 
queda disuelto.

Tras haber analizado lo ocurrido, quedan varios puntos 
por aclarar. Entre tanto nacionalismo y tanta presión 
para conseguir unos objetivos claros, ¿es ético llegar a 
cobrarse vidas humanas para ello? ¿Podría haber otras 
soluciones para llegar a ciertos acuerdos? Es difícil 
responder a estas preguntas de forma concreta. Desde 
mi punto de vista, no considero ético cierta clase de 
discriminación y que existan víctimas inocentes en 
todas y cada una de las luchas violentas que han existido 
a lo largo de la historia. Lo más ético sería el diálogo, 
pero al haber distintas formas de pensamiento es algo 
que jamás llegaría a contentar a todos. Si nos remonta-
mos a episodios como la Segunda Guerra Mundial, el 
nacionalismo siempre ha sido el origen de la lucha por 
el poder. Podemos hablar de fenómenos históricos 
importantes como el nazismo, que en nuestros días 
parece algo inconcebible pero que en aquel momento se 
convirtió en un instrumento para reafirmar la pureza, 
desechando a todo aquel que pudiera “ensuciarla”. 

Si nos fijamos en las bases de esta ideología, podemos 
observar que es similar a lo que hemos podido leer en el 
libro reseñado. Un líder político quiere que todo un 
pueblo tenga sangre pura sin mezclarse con otras 
personas con distinta religión, ideología, nacionalidad… 
¿nos suena a lo que nos cuenta Radden Keefe? Si 
relacionamos estas dos etapas o acontecimientos de la 
historia, dejando atrás muchos otros, podemos encon-
trar algunos puntos en común. El primer punto y el 
más importante es la forma de excluir a ciertas personas 
por el hecho de no compartir unas ciertas característi-
cas, haciendo que un grupo sea superior a otro, pudien-
do manejar a los “inferiores” a voluntad. Esa exclusión 
social, en mayor o menor medida, se produce por 
lavados de cerebro, con discursos que incitan a odiar a 
esas otras personas y considerarlas como un objetivo 

que hay que menospreciar, repugnar, o en otros casos, 
hablando de terrorismo, matar. En la Alemania Nazi de 
Hitler los enemigos eran los judíos, y por ello había que 
llevarlos a las cámaras de gas, además de someterlos a 
graves aberraciones con tal de que desaparecieran, sin 
que nadie supiera lo que estaba pasando, en lo que 
constituía una especie de terrorismo silencioso (al 
menos al principio). 

Este es otro punto que podría acercar estas dos etapas 
históricas. En Irlanda no fue todo tan secreto pero sí 
que se llegaron a cometer matanzas por una ideología y 
un objetivo concreto. En Irlanda del norte, en los años 
setenta, las familias que vivían en Belfast no podían 
pertenecer a ningún bando, tenían que permanecer 
callados, no mirar a nadie, no escuchar a nadie, no decir 
nada de nadie... referencia que utiliza el autor para dar 
título al libro. Como he mencionado anteriormente, 
esto es otra forma de terrorismo silencioso, ya que se 
implanta el miedo en una población que tiene que 
intentar vivir en esas circunstancias, mientras secues-
tran a sus familiares, mientras son extorsionados y no 
pueden hacer nada al respecto por miedo a que les 
puedan hacer daño. Resumiendo, esto sería una forma 
de entender el nacionalismo y el daño que puede llegar 
a causar tanto a las personas a las que afecta como a los 
propios líderes que lo imponen.

En relación con estos hechos, podemos destacar otro 
movimiento producido en España por estos mismos 
motivos. A principios de los años sesenta se formó una 
organización terrorista, la cual tuvo su origen en el País 
Vasco, que luchaban por la misma ideología que el 
IRA, casi al mismo tiempo que se desarrollaba la lucha 
en Irlanda. Esta organización era conocida como ETA, 
siglas de Euskadi Ta Askatasuna, en castellano, País 
Vasco y libertad, que como he dicho antes, nació a 
principios de los sesenta pero registró su mayor activi-
dad a partir de mediados de la década de los setenta. 
Nació a partir de un grupo de universitarios que fueron 
expulsados de las juventudes del Partido Nacionalista 
Vasco, el cual tenía su sede en Francia. El sistema que 
utilizaba este otro grupo terrorista era el mismo, 
sembraban el miedo entre la población civil mientras 
organizaban atentados para eliminar a altos cargos 
políticos con el objetivo de conseguir un estado 
socialista y una independencia permanente de España y 
de Francia. Como los republicanos en Irlanda, era una 
organización totalmente antisistema que fue creciendo 
hasta obtener una gran repercusión en el País Vasco y 
un gran apoyo por parte de los ciudadanos que vivían 
en esa zona del país. 
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Desde mediados del siglo XX, más concretamente en la 
década de los 60, ha existido un conflicto entre la 
Irlanda católica y la Irlanda protestante. Para entender 
esto debemos saber que Irlanda del norte, con capital el 
Belfast, era una nación protestante, en la que la pobla-
ción católica era totalmente discriminada. En Belfast, la 
educación protestante era gratuita, por lo que los 
católicos quedaban totalmente fuera de lugar, tanto 
que estos vivían marginados de la sociedad. Mientras 
tanto en el sur, se vivía la república de Irlanda, en la que 
su población era católica en su totalidad. 

El problema, o la solución, viene a raíz de conflictos 
sucedidos en esa misma década como la independencia 
de Argelia en 1962 o el mayo francés en 1968. Vistos 
estos episodios de fuerza por parte de naciones débiles, 
surge la necesidad del pueblo oprimido de rebelarse 
contra su opresor. En este periodo de violencia que 
tuvo lugar entre 1969 y 1998, se vieron enfrentados dos 
bandos, los leales del norte, mayoritariamente protes-
tantes, querían que Irlanda del norte siguiera siendo 
británica y los unionistas, que en su mayoría eran 
católicos y querían la unión de Irlanda del Norte con la 
República de Irlanda.

Sabiendo esto, nos situamos en un Belfast de 1972, en 
medio de los conflictos, del miedo y de la incertidum-
bre, en el que el IRA (Irish Republican Army), una 
organización terrorista nacida a comienzos del siglo 
XX, busca a toda costa la independencia total respecto 
a Reino Unido. En su esfuerzo para conseguir sus 

objetivos llevó a cabo secuestros, extorsiones y bombar-
deos tanto en Irlanda del norte como en Reino Unido.

Haciendo mención al libro No digas nada, que nos 
sumerge en estos conflictos, en él se recoge diversas 
historias o situaciones pero con un mismo hilo conduc-
tor. Comienza contándonos el secuestro de una madre 
de familia, llamada Jean McConville, pasando por la 
formación y la participación de las hermanas Price en el 
IRA provisional, la manifestación multitudinaria en 
Londonderry, la matanza del Bloody Sunday y la 
venganza posterior. Alcanzando cotas cada vez más 
violentas en busca de sus derechos, los miembros del 
IRA iban agravando sus atentados hasta que muchos 
de ellos fueron descubiertos, llevados a juicio y poste-
riormente encarcelados en Londres.

Todo ello nos lleva a preguntarnos, ¿quién era el 
responsable de toda esta organización? Los hechos 
apuntan a Gerry Adams, quien habría dado la orden de 
atentar contra las autoridades británicas que controla-
ban las calles de Irlanda del norte. Adams inicialmente 
habría pertenecido al IRA, pero ante todo fue conoci-
do por su activismo político como líder del Sinn Féin. 
Desde esta posición rechazó condenar todos los delitos 
cometidos por la organización terrorista y siempre negó 
haber colaborado con ella, rechazando toda clase de 
aparición pública. Ahora bien, él no era el único 
responsable porque contaba con todo un equipo, en el 
que figuraba Brendan Hughes, que quedó expuesto 
gracias a unas grabaciones descubiertas por el gobierno 
británico, llamadas “cintas de Boston”.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

Con un mismo objetivo en común ETA luchaba en la 
calle y provocaba una gran cantidad de altercados en 
contra de las autoridades. Poco a poco fueron constitu-
yendo un nacionalismo extremo como los que he 
explicado anteriormente, generando un ambiente muy 
desagradable y violento. Tales acontecimientos tienen 
una misma base y lo vemos reflejado en la historia que 
nos cuenta Keefe: secretismo, un gran número de 
personas implicadas y violencia para acabar con un 
sistema que no cuenta con las necesidades y las bases 
ideológicas de ciertas naciones. Esto me lleva a plantear-
me una cuestión final y es, ¿qué papel juega el naciona-
lismo en la construcción del mundo contemporáneo? 

Está claro que lo fácil sería explicar por qué la violencia 
es una herramienta que no se debe usar jamás, pero 
viendo lo ocurrido durante tantos años lo fácil habría 
sido que se diera a los pueblos lo que estos buscaban. Es 
algo más complicado ya que cada pueblo tiene sus 
propias raíces y a la hora de tratar de imponer otro tipo 
de normas de una nación más grande puede llegar a 
generar un gran descontento, lo cual es totalmente 
lógico. La violencia y los acontecimientos que he 
explicado no están justificados, pero la lucha por los 
derechos básicos tanto personales como de un mismo 
colectivo son los que hacen libres a las personas, una 
libertad que otros han tratado de erradicar desde 
siempre. Por esta parte entiendo que tenga que haber 
ciertas organizaciones en contra de aquellos que 
quieren imponer un tipo de ideología o una clase de 
normas que sólo benefician a unos pocos.

Contestando a la pregunta planteada anteriormente, 
creo que el nacionalismo ha aportado bastante a la 
construcción del mundo contemporáneo, ha estableci-
do una serie de ideas en cada una de las naciones que se 
han ido formando. Su papel desde el principio ha sido 

establecer unas normas en cada uno de los países o 
regiones. Un mundo sin nacionalismo sería un mundo 
sin unas bases ideológicas claras, por lo que nos podrían 
manejar de cualquier forma sin que nadie opusiera 
resistencia ni tuviera opinión en nada. Por eso creo que 
a día de hoy es necesario tener claro de dónde venimos y 
lo que se ha tenido que luchar para tener los derechos 
que actualmente tenemos. Algo está claro y es que lo 
sucedido tanto en Irlanda o en España, son solo dos 
ejemplos de los cientos de conflictos nacionalistas que 
han llegado a suceder hasta nuestros días y que seguirán 
sucediendo, de modo que lo único que queda de 
muchos de ellos es la memoria. 

Cada bando tiene su propia verdad y su propia justifica-
ción por lo que es difícil posicionarse entre los 
“buenos” y los “malos”. Volviendo al principio en el 
caso de Jean McConville, o en las miles de desaparicio-
nes que un su mayoría han acabado en asesinatos, por 
mucho que quiera justificar lo realizado por el IRA, 
basándome en la base ideológica y no en sus actos, es 
totalmente lógico que sus hijos de Jean McConville 
quisieran buscar algún tipo de venganza por ello. Hay 
muchos hechos que no pueden quedar impunes, por lo 
que muchas de las personas implicadas siempre han 
intentado escapar de lo sucedido y no participar en 
ningún tipo de acto público. Tras causar tanto daño a 
familias que realmente no tenían que ver en su lucha es 
imposible pensar que muchos de ellos hayan quedado 
en libertad o simplemente hayan desaparecido de la 
sociedad.

Con todo lo dicho hasta ahora, quiero concluir con 
que una idea no tiene que acabar con la vida de alguien 
o hacer que esta sea complicada. Luchar por ellas está 
bien porque es lo que nos hace seres razonables pero 
llegar a ciertos extremos no es algo lógico.
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Reseñas

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

En estas cintas, grabadas en Estados Unidos, se entrevis-
ta a varios paramilitares de ambos bandos, tanto 
unionistas como republicanos. Su contenido no se 
conoció hasta 2011, ya que se hizo un pacto para no 
poder publicarlas hasta que los entrevistados muriesen, 
pero Reino Unido abrió un proceso legal para recupe-
rarlas ya que servirían para desvelar los verdaderos 
autores del asesinato de Jean McConville. Finalmente 
se habla sobre el Proyecto Belfast, concebido para 
recuperar parte de la historia de los episodios conocidos 
como “The Troubles”. Tras firmar los Acuerdos del 
Viernes Santo (1998), el Sinn Féin es considerado un 
partido totalmente legal y se alcanza un alto grado de 
autonomía en Irlanda del norte; oficialmente el IRA 
queda disuelto.

Tras haber analizado lo ocurrido, quedan varios puntos 
por aclarar. Entre tanto nacionalismo y tanta presión 
para conseguir unos objetivos claros, ¿es ético llegar a 
cobrarse vidas humanas para ello? ¿Podría haber otras 
soluciones para llegar a ciertos acuerdos? Es difícil 
responder a estas preguntas de forma concreta. Desde 
mi punto de vista, no considero ético cierta clase de 
discriminación y que existan víctimas inocentes en 
todas y cada una de las luchas violentas que han existido 
a lo largo de la historia. Lo más ético sería el diálogo, 
pero al haber distintas formas de pensamiento es algo 
que jamás llegaría a contentar a todos. Si nos remonta-
mos a episodios como la Segunda Guerra Mundial, el 
nacionalismo siempre ha sido el origen de la lucha por 
el poder. Podemos hablar de fenómenos históricos 
importantes como el nazismo, que en nuestros días 
parece algo inconcebible pero que en aquel momento se 
convirtió en un instrumento para reafirmar la pureza, 
desechando a todo aquel que pudiera “ensuciarla”. 

Si nos fijamos en las bases de esta ideología, podemos 
observar que es similar a lo que hemos podido leer en el 
libro reseñado. Un líder político quiere que todo un 
pueblo tenga sangre pura sin mezclarse con otras 
personas con distinta religión, ideología, nacionalidad… 
¿nos suena a lo que nos cuenta Radden Keefe? Si 
relacionamos estas dos etapas o acontecimientos de la 
historia, dejando atrás muchos otros, podemos encon-
trar algunos puntos en común. El primer punto y el 
más importante es la forma de excluir a ciertas personas 
por el hecho de no compartir unas ciertas característi-
cas, haciendo que un grupo sea superior a otro, pudien-
do manejar a los “inferiores” a voluntad. Esa exclusión 
social, en mayor o menor medida, se produce por 
lavados de cerebro, con discursos que incitan a odiar a 
esas otras personas y considerarlas como un objetivo 

que hay que menospreciar, repugnar, o en otros casos, 
hablando de terrorismo, matar. En la Alemania Nazi de 
Hitler los enemigos eran los judíos, y por ello había que 
llevarlos a las cámaras de gas, además de someterlos a 
graves aberraciones con tal de que desaparecieran, sin 
que nadie supiera lo que estaba pasando, en lo que 
constituía una especie de terrorismo silencioso (al 
menos al principio). 

Este es otro punto que podría acercar estas dos etapas 
históricas. En Irlanda no fue todo tan secreto pero sí 
que se llegaron a cometer matanzas por una ideología y 
un objetivo concreto. En Irlanda del norte, en los años 
setenta, las familias que vivían en Belfast no podían 
pertenecer a ningún bando, tenían que permanecer 
callados, no mirar a nadie, no escuchar a nadie, no decir 
nada de nadie... referencia que utiliza el autor para dar 
título al libro. Como he mencionado anteriormente, 
esto es otra forma de terrorismo silencioso, ya que se 
implanta el miedo en una población que tiene que 
intentar vivir en esas circunstancias, mientras secues-
tran a sus familiares, mientras son extorsionados y no 
pueden hacer nada al respecto por miedo a que les 
puedan hacer daño. Resumiendo, esto sería una forma 
de entender el nacionalismo y el daño que puede llegar 
a causar tanto a las personas a las que afecta como a los 
propios líderes que lo imponen.

En relación con estos hechos, podemos destacar otro 
movimiento producido en España por estos mismos 
motivos. A principios de los años sesenta se formó una 
organización terrorista, la cual tuvo su origen en el País 
Vasco, que luchaban por la misma ideología que el 
IRA, casi al mismo tiempo que se desarrollaba la lucha 
en Irlanda. Esta organización era conocida como ETA, 
siglas de Euskadi Ta Askatasuna, en castellano, País 
Vasco y libertad, que como he dicho antes, nació a 
principios de los sesenta pero registró su mayor activi-
dad a partir de mediados de la década de los setenta. 
Nació a partir de un grupo de universitarios que fueron 
expulsados de las juventudes del Partido Nacionalista 
Vasco, el cual tenía su sede en Francia. El sistema que 
utilizaba este otro grupo terrorista era el mismo, 
sembraban el miedo entre la población civil mientras 
organizaban atentados para eliminar a altos cargos 
políticos con el objetivo de conseguir un estado 
socialista y una independencia permanente de España y 
de Francia. Como los republicanos en Irlanda, era una 
organización totalmente antisistema que fue creciendo 
hasta obtener una gran repercusión en el País Vasco y 
un gran apoyo por parte de los ciudadanos que vivían 
en esa zona del país. 

Desde mediados del siglo XX, más concretamente en la 
década de los 60, ha existido un conflicto entre la 
Irlanda católica y la Irlanda protestante. Para entender 
esto debemos saber que Irlanda del norte, con capital el 
Belfast, era una nación protestante, en la que la pobla-
ción católica era totalmente discriminada. En Belfast, la 
educación protestante era gratuita, por lo que los 
católicos quedaban totalmente fuera de lugar, tanto 
que estos vivían marginados de la sociedad. Mientras 
tanto en el sur, se vivía la república de Irlanda, en la que 
su población era católica en su totalidad. 

El problema, o la solución, viene a raíz de conflictos 
sucedidos en esa misma década como la independencia 
de Argelia en 1962 o el mayo francés en 1968. Vistos 
estos episodios de fuerza por parte de naciones débiles, 
surge la necesidad del pueblo oprimido de rebelarse 
contra su opresor. En este periodo de violencia que 
tuvo lugar entre 1969 y 1998, se vieron enfrentados dos 
bandos, los leales del norte, mayoritariamente protes-
tantes, querían que Irlanda del norte siguiera siendo 
británica y los unionistas, que en su mayoría eran 
católicos y querían la unión de Irlanda del Norte con la 
República de Irlanda.

Sabiendo esto, nos situamos en un Belfast de 1972, en 
medio de los conflictos, del miedo y de la incertidum-
bre, en el que el IRA (Irish Republican Army), una 
organización terrorista nacida a comienzos del siglo 
XX, busca a toda costa la independencia total respecto 
a Reino Unido. En su esfuerzo para conseguir sus 

objetivos llevó a cabo secuestros, extorsiones y bombar-
deos tanto en Irlanda del norte como en Reino Unido.

Haciendo mención al libro No digas nada, que nos 
sumerge en estos conflictos, en él se recoge diversas 
historias o situaciones pero con un mismo hilo conduc-
tor. Comienza contándonos el secuestro de una madre 
de familia, llamada Jean McConville, pasando por la 
formación y la participación de las hermanas Price en el 
IRA provisional, la manifestación multitudinaria en 
Londonderry, la matanza del Bloody Sunday y la 
venganza posterior. Alcanzando cotas cada vez más 
violentas en busca de sus derechos, los miembros del 
IRA iban agravando sus atentados hasta que muchos 
de ellos fueron descubiertos, llevados a juicio y poste-
riormente encarcelados en Londres.

Todo ello nos lleva a preguntarnos, ¿quién era el 
responsable de toda esta organización? Los hechos 
apuntan a Gerry Adams, quien habría dado la orden de 
atentar contra las autoridades británicas que controla-
ban las calles de Irlanda del norte. Adams inicialmente 
habría pertenecido al IRA, pero ante todo fue conoci-
do por su activismo político como líder del Sinn Féin. 
Desde esta posición rechazó condenar todos los delitos 
cometidos por la organización terrorista y siempre negó 
haber colaborado con ella, rechazando toda clase de 
aparición pública. Ahora bien, él no era el único 
responsable porque contaba con todo un equipo, en el 
que figuraba Brendan Hughes, que quedó expuesto 
gracias a unas grabaciones descubiertas por el gobierno 
británico, llamadas “cintas de Boston”.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  


